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Problema jurídico que se plantea:

1.- ¿La norma impugnada, que establece agravantes para el delito de privación ilegal de la libertad, invade la competencia exclusiva del Congreso de la Unión para legislar los tipos penales y sus sanciones respecto de otras formas de privación de la libertad, prevista en el artículo 73, fracción XXI, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos?
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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al nueve de marzo de dos mil veintiséis, emite la siguiente:

SENTENCIA

Mediante la cual se resuelve la controversia constitucional 173/2025, promovida por el Poder Ejecutivo Federal, en contra de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, ambos del Estado de Guerrero, solicitando la invalidez del artículo 191 del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Guerrero, número 499, reformado mediante Decreto 226, publicado en el Periódico Oficial local el veintiocho de marzo de dos mil veinticinco.
ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA

1.
Presentación de la demanda de controversia. Por oficio depositado en el buzón judicial el dieciséis de mayo de dos mil veinticinco, y recibido el diecinueve de mayo siguiente en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
, Raúl Armando Jiménez Vázquez, en su carácter de Consejero Adjunto de Control Constitucional y de lo Contencioso de la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, promovió controversia constitucional contra los Poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado de Guerrero, en la que impugnó lo siguiente:
“IV. Norma general, cuya invalidez se demanda, y el medio oficial en el cual se publicó

El DECRETO NÚMERO 226 POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO, NÚMERO 499, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno de la referida entidad federativa el 28 de marzo de 2025, en particular su artículo 191 (…).”

2.
Conceptos de invalidez. En su escrito inicial de demanda, la parte actora hace valer, en síntesis, lo siguiente:

· ÚNICO. El artículo 191 del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Guerrero invade la competencia exclusiva de la Federación para legislar en materia de privación ilegal de la libertad, contemplada en el artículo 73, fracción XXI, inciso a), de la Constitución Federal, de acuerdo al cual corresponde únicamente al Congreso de la Unión expedir leyes generales que establezcan los tipos penales y sus sanciones en materias como el secuestro y otras formas de privación de la libertad; en consecuencia, si el precepto estatal impugnado regula dichas materias, se actualiza una invasión a la competencia federal.


En el caso, el artículo impugnado modifica sustancialmente su contenido normativo respecto de las agravantes de la privación ilegal de la libertad. En concreto, introduce penas privativas  de libertad específicas con rango mínimo y máximo, incorpora multas no previstas previamente, expresadas en días de la Unidad de Medida y Actualización, establece una separación normativa de hipótesis agravantes en fracciones autónomas, diferenciando sanciones para personas mayores de 60 (sesenta) años, personas en situación de inferioridad física o psíquica, y personas menores de 18 (dieciocho) años.

Por tanto, la modificación sustantiva de normas en materias reservadas refuerza el juicio de invalidez, dado que implica una extralimitación competencial, lo que actualiza una violación al mandato constitucional, referido en el artículo 73, fracción XXI, inciso a).

Con base en este mandato, el Congreso de la Unión ejerció esta reserva de competencia, lo cual implica que las entidades federativas no pueden legislar sobre los tipos penales ni sanciones en las materias de secuestro y otras formas de privación de la libertad, dado que el contenido sustantivo de estas figuras ha sido fijado o se fijará por una ley general de aplicación obligatoria en todo el país.


Así lo ha establecido el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las acciones de inconstitucionalidad 25/2011 y 34/2018.

El artículo 124 refuerza la reserva exclusiva prevista en el artículo 73, fracción XXI, inciso a), al delimitar negativamente el campo de acción de los congresos locales: si una facultad ha sido atribuida de forma expresa al Congreso de la Unión, los estados no pueden ejercerla por ningún motivo.


Por tanto, el Congreso del estado de Guerrero carece de competencia para legislar sobre las agravantes y sanciones de delitos relacionados con la privación ilegal de la libertad.

3.
Preceptos constitucionales que se estiman violados. Los preceptos que el actor estima violados son los artículos 73, fracción XXI, inciso a) y 133 de la Constitución Federal.
4.
Radicación. Por acuerdo de Presidencia de veintiséis de mayo de dos mil veinticinco, se ordenó formar y registrar la presente controversia constitucional bajo el número de expediente 173/2025; y se reservó el turno hasta en tanto quedara constituida la nueva integración de este Alto Tribunal.
5.
Turno. Por acuerdo del Ministro Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación de cuatro de septiembre de dos mil veinticinco, se ordenó turnar el expediente a la Ministra Yasmín Esquivel Mossa, para que instruyera el procedimiento respectivo.

6.
Admisión. Mediante proveído de dieciocho de septiembre de dos mil veinticinco, la Ministra instructora admitió a trámite la demanda inicial y tuvo como demandados a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Guerrero, a los cuales ordenó emplazar para que, dentro del plazo de treinta días hábiles, rindieran su respectiva contestación; asimismo, tuvo como terceros interesados a las Cámaras de Diputados y de Senadores del Congreso de la Unión, para que, en el mismo plazo, manifestaran lo que a su derecho conviniera; finalmente, se ordenó correr traslado a la Fiscalía General de la República para que formulara el pedimento que le corresponde.

7.
Contestación del Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero. Mediante oficio recibido el tres de noviembre de dos mil veinticinco en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
, Jorge Salgado Parra, en su carácter de Consejero Jurídico del Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero, formuló contestación a la demanda, en la que manifestó, en esencia:
Causal de improcedencia.
· Falta de interés legítimo del Ejecutivo Federal, por falta de afectación a su ámbito de atribuciones y esfera competencial, toda vez que en su demanda alega que se viola la competencia del Congreso de la Unión, pero no del Ejecutivo promovente.
En cuanto al fondo.
· La norma impugnada resulta válida, en la medida en que el Congreso local tiene competencia para reformar disposiciones legales con fundamento en el artículo 61 fracción I de la Constitución del Estado.
· El acto de publicación y promulgación del Decreto impugnado resulta válido, habida cuenta de que se realizó por el Ejecutivo local en ejercicio de la facultad que le confieren los artículos 71, 72 y 91 fracción II de la Constitución del Estado; por lo que actuó en estricto cumplimiento y apego a su facultad, atribución y competencia constitucional.
8.
Manifestaciones de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión (tercero interesado). Por oficio recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el cuatro de noviembre de dos mil veinticinco
, Kenia López Rabadán, en su carácter de Presidenta de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, manifestó, en síntesis, lo siguiente:

· En términos del artículo 73, fracción XXI, inciso a), de la Constitución Federal, corresponde a la Federación legislar de manera exclusiva sobre los tipos penales y sus sanciones en materias relacionadas con el secuestro, la desaparición forzada y otras formas de privación de la libertad, por lo que las entidades federativas carecen de competencia para emitir regulaciones sustantivas en dichos ámbitos; y, en consecuencia, la norma impugnada es inválida.

9.
Manifestaciones de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión (tercero interesado). Por oficio recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el siete de noviembre de dos mil veinticinco
, Laura Itzel Castillo Juárez, en su carácter de Presidenta de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, manifestó, en síntesis, lo siguiente:

· El artículo 73 fracción XXI, de la Constitución Federal establece el reparto de competencias en materia penal entre la Federación y las entidades federativas; como regla general, las entidades federativas pueden legislar en materia penal respecto de los delitos de fuero común, mientras que el Congreso de la Unión legisla sobre delitos de orden federal. No obstante, en materia de privación de la libertad, la propia Norma Fundamental reserva esa facultad exclusivamente a la Federación. Por ello, las legislaturas locales carecen de atribuciones para normar esos ilícitos, pues cualquier acto legislativo local en esas materias invadiría la esfera federal y sería contrario al pacto federal consagrado en la Constitución. Dicho principio deriva directamente del artículo 124 constitucional, así como del artículo 73 fracción XXI inciso a) del Magno Ordenamiento. En consecuencia, la norma impugnada invade la esfera competencial del Congreso de la Unión.
· En la acción de inconstitucionalidad 25/2011, esa Suprema Corte de Justicia de la Nación señaló que la doble regulación de un delito por distintos órdenes de gobierno tiene como resultado la pérdida de eficacia de la aplicación de la norma, lo que refuerza la conclusión de invalidez.

10.
Contestación del Poder Legislativo del Estado de Guerrero. Mediante escrito recibido el doce de noviembre de dos mil veinticinco en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
, Alejandro Carabias Icaza, en su carácter de Presidente de  la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Guerrero, formuló contestación a la demanda, en la que manifestó, en esencia:
Causal de improcedencia.
· La demanda es improcedente porque no se advierte que se hagan valer violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En cuanto al fondo.

· El Poder Legislativo demandado tiene competencia para expedir leyes y decretos en todas aquellas materias que no sean de competencia exclusiva de la Federación, como lo establece el artículo 124 constitucional, lo cual también se reconoce en el artículo 61, fracciones I, II y III de la Constitución del Estado, en relación con el diverso 116, fracciones III y IV, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guerrero.
· El Decreto impugnado introdujo ajustes técnicos y sistemáticos orientados a modernizar el marco sancionador, sin alterar el núcleo esencial del tipo penal ni invadir facultades reservadas a la Federación.

11.
Opinión de la Fiscalía General de la República. La citada dependencia no formuló manifestación o pedimento alguno.

12.
Audiencia. Agotado el trámite respectivo, el quince de enero de dos mil veintiséis tuvo verificativo la audiencia prevista en el artículo 29 de la Ley Reglamentaria; y por acuerdo de la Ministra instructora de la misma fecha se tuvo por cerrada la instrucción del procedimiento a efecto de elaborar el proyecto  de resolución correspondiente; presentada la propuesta, el proyecto de sentencia se hizo público
, con la misma anticipación que la publicación de listas de los asuntos.

I. COMPETENCIA
13.
Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente controversia constitucional, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción I, inciso a)
, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1o., de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de esa Norma Fundamental
, y 16, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro
, así como el Punto Segundo, fracción I, del Acuerdo General 2/2025 (12a.) de tres de septiembre de dos mil veinticinco, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia Nación, en el que se precisan los asuntos de su competencia y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales federales
, en virtud de que se plantea un conflicto entre la Federación y una entidad federativa.

II. PRECISIÓN Y EXISTENCIA DEL ACTO IMPUGNADO

14.
En términos del artículo 41, fracción I, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, es necesario fijar de manera precisa el o los actos cuya invalidez demanda la parte actora y verificar su certeza, de conformidad con el criterio que se refleja en la jurisprudencia P./J. 98/2009
 de rubro: “CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. REGLAS A LAS QUE DEBE ATENDER LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA LA FIJACIÓN DE LA NORMA GENERAL O ACTO CUYA INVALIDEZ SE DEMANDA EN EL DICTADO DE LA SENTENCIA”.
15.
De acuerdo con la citada jurisprudencia, para delimitar los actos o normas impugnadas en una controversia constitucional, este Alto Tribunal debe armonizar los datos de la demanda con la totalidad de la información que se desprenda de las constancias de autos, de manera que se advierta la intención del promovente y se resuelva la litis constitucional efectivamente planteada.
16.
En ese sentido, del análisis integral de la demanda se desprende que el Poder Ejecutivo Federal impugna en específico el artículo 191 del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Guerrero, número 499, reformado mediante Decreto 226, publicado en el Periódico Oficial local el veintiocho de marzo de dos mil veinticinco, cuya existencia se acredita con la referida publicación oficial.

III. OPORTUNIDAD

17.
El artículo 21, fracción II
, de la Ley Reglamentaria establece un plazo de treinta días hábiles para promover una controversia constitucional cuando se impugnen normas generales, los cuales serán contados a partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación.
18.
En el caso, la norma impugnada se publicó oficialmente el veintiocho de marzo de dos mil veinticinco, por lo que el plazo legal de treinta días hábiles transcurrió del lunes treinta y uno de marzo al lunes diecinueve de mayo de dos mil veinticinco, como se muestra en el siguiente calendario:

	Domingo
	Lunes
	Martes
	Miércoles
	Jueves
	Viernes
	Sábado

	Marzo 2025

	23
	24
	25
	26
	27
	28
	29

	Abril 2025

	30
	31
	1
	2
	3
	4
	5

	6
	7
	8
	9
	10
	11
	12

	13
	14
	15
	16
	17
	18
	19

	20
	21
	22
	23
	24
	25
	26

	Mayo 2025

	27
	28
	29
	30
	1
	2
	3

	4
	5
	6
	7
	8
	9
	10

	11
	12
	13
	14
	15
	16
	17

	18
	19
	20
	21
	22
	23
	24


19.
De dicho plazo deben descontarse los sábados y domingos; los días jueves uno y lunes cinco de mayo de dos mil veinticinco, así como el viernes dos de mayo
, por ser todos inhábiles, de conformidad con los artículos 2o. de la Ley Reglamentaria; 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; el Punto Primero, incisos h) y n), del Acuerdo General 18/2013, de diecinueve de noviembre de dos mil trece, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación relativo a la determinación de los días hábiles e inhábiles respecto de los asuntos de su competencia, así como de los de descanso para su personal, y 74, fracción IV, de la Ley Federal del Trabajo.

20.
Por tanto, si el escrito de demanda de esta controversia fue presentado a través del buzón judicial el viernes dieciséis de mayo de dos mil veinticinco y recibido el diecinueve de mayo siguiente en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
, es de concluirse que su presentación resulta oportuna.

IV. LEGITIMACIÓN ACTIVA

21.
De los artículos 10, fracción I y 11, párrafos primero y tercero, de la Ley Reglamentaria
, se desprende que el actor deberá comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que lo rigen, estén facultados para representarlo y, en todo caso, se presumirá que quien comparece a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario.

22.
En el caso, la demanda fue suscrita por Raúl Armando Jiménez Vázquez, en su carácter de Consejero Adjunto de Control Constitucional y de lo Contencioso de la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, quien actúa en suplencia por ausencia de Ernestina Godoy Ramos, titular de dicha Consejería Jurídica; lo que acredita mediante copia certificada de los nombramientos respectivos; asimismo, en términos de lo dispuesto en los artículos 8, fracción X, y 12, fracción XVI, del Reglamento Interior de la citada dependencia
, el funcionario cuenta con la facultad de suplir las ausencias de la persona titular de la Consejería en los asuntos de su competencia, por lo que cuenta con legitimación procesal activa para promover en esta vía.

23.
Finalmente, es de destacarse que el Poder Ejecutivo Federal cuenta con legitimación para promover controversias constitucionales en nombre de la Federación, acorde con el criterio de la extinta Segunda Sala contenido en la tesis 2a. XLVII/2003
, de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. EL TITULAR DEL PODER EJECUTIVO FEDERAL ESTÁ LEGITIMADO PARA PROMOVERLA EN NOMBRE DE LA FEDERACIÓN.”.

V. LEGITIMACIÓN PASIVA

24.
Los artículos 10, fracción II y 11, párrafo primero
, de la Ley Reglamentaria, establecen que tendrán el carácter de demandados en controversias constitucionales, las entidades, poderes u órganos que hubiesen emitido y promulgado la norma general o pronunciado el acto o incurrido en la omisión objeto de la controversia, los cuales deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos.
25.
En el caso, el Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero compareció por conducto de Jorge Salgado Parra, en su carácter de Consejero Jurídico del Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero, lo que acredita mediante copia certificada de su nombramiento expedido por la Gobernadora de la entidad federativa el dieciséis de octubre de dos mil veinticuatro; y en términos de los artículos 3 y 12, fracción III, del Reglamento Interior de la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero
, dicho funcionario cuenta con la facultad para representar al Ejecutivo local en las controversias a que se refiere el artículo 105 constitucional; por tanto, cuenta con legitimación pasiva en este asunto.
26.
Por su parte, el Poder Legislativo del Estado de Guerrero compareció por conducto de Alejandro Carabias Icaza, en su carácter de Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado  de Guerrero, lo que acredita mediante copias certificadas del acta de sesión pública y solemne de instalación del Congreso del Estado de Guerrero, celebrada el uno de septiembre del dos mil veinticuatro; y del acta de la segunda sesión pública del segundo periodo de sesiones ordinarias del órgano legislativo de doce de junio del dos mil veinticinco
; y con fundamento en los artículos 131, fracción XXV, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Número 231
, ejerce la representación legal de dicha autoridad; por tanto, cuenta con legitimación pasiva en este asunto.

27.
Atento a las consideraciones que anteceden, lo procedente es reconocer legitimación pasiva a las autoridades demandadas en esta controversia constitucional.

VI. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO

28.
El Ejecutivo local alega la falta de interés legítimo del Poder Ejecutivo Federal, porque, a su parecer, las normas impugnadas no le causan una afectación directa a su competencia, en la medida en que lo que en realidad busca tutelar con su demanda es la esfera de atribuciones del Congreso de la Unión; es decir del Poder Legislativo Federal.
29.
Dicho argumento es infundado, toda vez que como quedó asentado en el apartado de legitimación, el Poder Ejecutivo Federal se encuentra legitimado para actuar en nombre de la Federación, acorde con el criterio de la extinta Segunda Sala contenido en la tesis 2a. XLVII/2003
, de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. EL TITULAR DEL PODER EJECUTIVO FEDERAL ESTÁ LEGITIMADO PARA PROMOVERLA EN NOMBRE DE LA FEDERACIÓN.”
30.
Por su parte, el Poder Legislativo demandado, al rendir su informe, alega que la controversia es improcedente, porque el Congreso del Estado ejerció su competencia originaria en materia penal local, en términos del artículo 124 constitucional, sin afectar la competencia de la Federación.
31.
Lo anterior debe desestimarse, toda vez que la determinación de la constitucionalidad de la norma impugnada es una cuestión que corresponde determinar al fondo del asunto, acorde con la jurisprudencia P./J. 92/99
 del Tribunal Pleno, de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, DEBERÁ DESESTIMARSE.”
32.
Al no existir otro motivo de improcedencia alegado por las partes ni advertirse alguno de oficio, se procede a realizar el estudio de fondo del presente asunto.
VII. ESTUDIO DE FONDO

33.
En su único concepto de invalidez, la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal sostiene que el artículo 191 del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Guerrero, número 499, reformado mediante Decreto 226, publicado en el Periódico Oficial local el veintiocho de marzo de dos mil veinticinco, invade la competencia del Congreso de la Unión para legislar sobre otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley, prevista en el artículo 73, fracción XXI, inciso a), de la Constitución Federal, toda vez que regula aspectos sustantivos del delito de privación ilegal de la libertad, concretamente, sus agravantes.

34.
Ahora bien, para una adecuada comprensión del análisis planteado, conviene precisar que el artículo 191 impugnado se inserta dentro del Título Sexto, denominado: “Delitos contra la libertad personal”, Capítulo I “Privación de la libertad personal”, del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Guerrero, y guarda relación directa con el artículo 190 del propio ordenamiento, que tipifica el delito en su modalidad básica en los siguientes términos: “Artículo 190. Privación de la libertad personal. Al particular que ilegítimamente prive de la libertad personal a otra persona, sin el propósito de obtener un lucro, causar un daño o perjuicio a alguien, se le impondrán de dos a cinco años de prisión y hasta cien días multa.”.
35.
De esta manera, el artículo 191 combatido constituye una norma complementaria que regula las hipótesis de agravación del tipo penal previsto en el artículo 190, que incide directamente en su régimen punitivo y forma parte del sistema normativo que tutela el bien jurídico de la libertad personal.
36.
Sentado lo anterior, la norma impugnada en este asunto dispone lo siguiente:
	CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO

	“(REFORMADO, P.O. 28 DE MARZO DE 2025)

Artículo 191. Agravantes

La privación ilegal de la libertad se agrava en los casos siguientes:

I. Si la privación de la libertad excede de veinticuatro horas, la pena de prisión se incrementará un mes por cada día adicional o fracción de tiempo que supere dicho plazo;

II. Cuando se haga uso de la violencia física o moral, la víctima sea persona mayor de sesenta años o por cualquier circunstancia la víctima esté en situación de inferioridad física o no tenga capacidad para comprender el significado del hecho, la pena de prisión será de tres a siete años y seis meses, y la multa de hasta trescientos setenta y cinco días del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, y

III. Cuando la víctima sea una persona de menos de dieciocho años de edad, la pena de prisión será de cuatro a diez años y la multa de hasta quinientos días del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización.”


37.
De lo transcrito, se advierte que la norma impugnada establece un sistema escalonado de agravación punitiva respecto del delito de privación ilegal de la libertad, atendiendo a tres supuestos diferenciados: 1) la prolongación temporal de la conducta más allá de veinticuatro horas; 2) la concurrencia de circunstancias relativas al modo de comisión del hecho (violencia física o moral) o a condiciones particulares de vulnerabilidad de la víctima; y 3) cuando la víctima sea una persona de menos de dieciocho años de edad.

38.
En ese sentido, el precepto configura hipótesis normativas que inciden directamente en la cuantificación de la pena, ya sea mediante un incremento progresivo en función del tiempo de retención, o mediante la fijación de rangos punitivos específicos cuando concurren determinadas condiciones personales de  la víctima o modalidades de ejecución del ilícito.

39.
Asimismo, se observa que el legislador optó por combinar criterios objetivos —como el número de horas o días en que se prolonga la privación de la libertad— con criterios subjetivos —como la edad, condición física o capacidad de comprensión de la víctima—, lo cual revela una intención de intensificar la respuesta penal cuando el hecho implique mayor afectación al bien jurídico tutelado o una situación de especial vulnerabilidad.

40.
Por tanto, las hipótesis de agravación previstas en el artículo impugnado inciden en aspectos sustantivos de la configuración del delito de privación ilegal de la libertad, en la medida en que determinan las circunstancias específicas que incrementan la punibilidad y delimitan el alcance de la respuesta penal frente a determinadas modalidades de comisión o condiciones de la víctima.

41.
En efecto, no se trata de reglas de naturaleza adjetiva o procesal orientadas a la tramitación del procedimiento penal o a la ejecución de la pena, sino de disposiciones que integran el contenido mismo del tipo penal en su vertiente punitiva, al establecer supuestos normativos que modifican el marco sancionatorio aplicable.

42.
En consecuencia, el precepto cuestionado regula directamente elementos que inciden en la determinación de la pena y, por ende, forma parte de la materia penal sustantiva, lo que resulta relevante para efectos de analizar si su emisión se encuentra dentro del ámbito competencial del legislador local o si, como sostiene la parte actora, corresponde al Congreso de la Unión conforme al artículo 73, fracción XXI, inciso a), de la Constitución Federal.

43.
Ahora bien, en la exposición de motivos del Decreto 226, por el que se reformó el artículo 191 impugnado, se dijo lo siguiente:

“II. OBJETIVO Y DESCRIPCIÓN DE LOS PLANTEAMIENTOS.

El propósito de la Maestra Evelyn Cecia Salgado Pineda, Gobernadora Constitucional del Estado de Guerrero, es establecer, por un lado, aumentar las penas para quienes cometan estos actos atroces contra personas de menos de dieciocho años de edad, también fortalecer el marco de prevención, asegurar el acceso a la justicia y a servicios de apoyo efectivos para las víctimas, además de armonizar el lenguaje normativo con los principios de derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales en materia de derechos de la infancia. Que en la parte sustancial de su Exposición de motivos, se destaca lo siguiente:

Exposición de Motivos

(…)

Que el panorama actual en Guerrero, marcado por la desafortunada permanencia en la incidencia de delitos contra las personas de menos de dieciocho años de edad, incluidos la violación equiparada, el abuso sexual, el hostigamiento y acoso sexual, y la privación ilegal de la libertad, constituye una afrenta directa a los derechos fundamentales de nuestras niñas y niños. Estos actos deleznables no solo violan la dignidad y la integridad de las víctimas, sino que también socavan las bases mínimas sobre las cuales aspiramos a construir una sociedad justa, segura y próspera. Los efectos devastadores de estos crímenes en el tejido social, la salud mental y el bienestar físico de las víctimas son profundos y de largo alcance, impactando negativamente en su desarrollo, su educación y su capacidad para contribuir de manera significativa a la sociedad en el futuro.

Que a pesar de que nuestro Código Penal actualmente contempla sanciones para estos actos, la realidad nos confronta con una verdad incómoda: las medidas vigentes no han logrado disuadir de manera efectiva a las personas perpetradoras, ni reflejan adecuadamente la gravedad y el impacto pernicioso de sus acciones. Esta iniciativa de reforma legislativa busca, por tanto, no solo endurecer las penas aplicables a estos delitos, en un esfuerzo por proteger de manera más efectiva a nuestra infancia, sino también recalibrar nuestro sistema de justicia penal para que refleje con mayo precisión la seriedad con la que el estado enfrenta estas violaciones a los derechos humanos.

(…)

Que en el marco de nuestra iniciativa para fortalecer la protección de la niñez guerrerense contra el abuso sexual, es imperativo considerar las evidencias científicas más recientes sobre las repercusiones de estos delitos en la salud y el bienestar de las víctimas. Un estudio clave en este sentido es ‘The Impact of Child Sexual Abuse on Health: A Systematic Review of Reviews’, el cual compila y analiza exhaustivamente la literatura existente sobre las consecuencias del abuso sexual infantil. Este análisis revela que las víctimas de abuso sexual en la infancia enfrentan un riesgo significativamente mayor de desarrollar una amplia gama de trastornos psicológicos y físicos, incluyendo, pero no limitando, la depresión, ansiedad, trastorno de estrés postraumático (TEPT) y problemas de salud sexual y reproductiva. Además, el estudio destaca cómo estas secuelas no solo afectan la calidad de vida de las personas afectadas a corto plazo, sino que también tienen implicaciones profundas y duraderas en su salud y bienestar general, subrayando la urgencia de adoptar medidas legislativas más estrictas para prevenir y sancionar eficazmente estos delitos.

Que la evidencia recopilada en este documento refuerza la necesidad de esta reforma legislativa que considere el abuso sexual contra las personas de menos de dieciocho años de edad, no solo como un delito contra la integridad física y emocional en el momento, sino como una violación que impacta de manera extensa y prolongada en su salud y desarrollo integral, justificando así la necesidad de agravar las penas para estos delitos y fortalecer las políticas de prevención y atención integral a las víctimas.

(…)

Que el delito de la privación ilegal de la libertad constituye una violación grave a los derechos fundamentales de cualquier persona, pero su impacto se agrava de manera significativa cuando las víctimas son niñas, niños y adolescentes. Que, como he mencionado, de acuerdo con el artículo 37 de la Convención sobre los Derechos del Niño, los Estados tienen la obligación de garantizar que ninguna niña, niño o adolescente sea privado de su libertad de manera ilegal o arbitraria, asegurando su bienestar y protección frente a cualquier forma de abuso o explotación. En ese sentido, como también lo he mencionado, el artículo 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consagra el interés superior de la niñez, estableciendo que todas las actuaciones del Estado deben garantizar sus derechos y su desarrollo integral. A pesar de ello, las estadísticas reflejan que niñas, niños y adolescentes en Guerrero siguen siendo víctimas de retenciones ilegales, desapariciones y situaciones de confinamiento forzado que vulneran su derecho a la libertad personal y ponen en riesgo su integridad física y emocional.

Que, por ello, la presente reforma también busca fortalecer la protección penal de la infancia y adolescencia mediante el endurecimiento de las sanciones en el delito de privación ilegal de la libertad, garantizando que quienes cometan este delito enfrenten consecuencias proporcionales a la gravedad del daño causado. Este ajuste no implica considerar este ilícito como un delito de naturaleza sexual, sino reconocerlo como un delito contra la libertad personal que, cuando afecta a niñas, niños y adolescentes, debe ser sancionado con mayor severidad para disuadir su comisión y reforzar el compromiso del Estado con la seguridad y bienestar de la niñez guerrerense.

(…)

Que esta reforma no solo busca aumentar las penas para quienes cometan estos actos atroces contra personas menores de dieciocho años de edad, sino fortalecer el marco de prevención, asegurar el acceso a la justicia y a servicios de apoyo efectivos para las víctimas, y promover una mayor conciencia y educación sobre los derechos de la infancia y la gravedad de estos delitos. Es un paso esencial hacia el cumplimiento de nuestras obligaciones éticas, morales y legales de proteger a los más vulnerables entre nosotros, y hacia la construcción de un futuro en el que cada niño y niña en Guerrero pueda crecer en un entorno seguro, saludable y libre de violencia.

(…).”

44.
De lo transcrito, se desprende que el legislador local justificó la reforma analizada en la necesidad de endurecer las penas del delito de privación ilegal de la libertad cuando la víctima sea persona menor  de dieciocho años de edad, con el propósito de fortalecer la protección de la niñez, reforzar el efecto disuasorio de la norma penal y armonizar el marco jurídico local con los principios constitucionales e internacionales en materia de derechos humanos, particularmente el interés superior de la niñez. Asimismo, se advierte que la iniciativa parte del diagnóstico de que las sanciones vigentes resultaban insuficientes para inhibir la comisión de tales conductas y que el incremento punitivo constituía una medida que se consideró necesaria para reflejar la gravedad del impacto que estos delitos generan en el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes.
45.
Visto lo anterior, es fundado el concepto de invalidez que se hace valer.

46.
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en diversos precedentes ha analizado el alcance del artículo 73, fracción XXI, inciso a) 
, de la Constitución Federal, que prevé como facultad del Congreso de la Unión la relativa a expedir leyes generales que establezcan como mínimo “los tipos penales y sus sanciones en las materias de secuestro, desaparición forzada de personas, otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley, trata de personas, tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, así como electoral”.

47.
Al resolver la acción de inconstitucionalidad 34/2018, en sesión de tres de octubre de dos mil diecinueve, se declaró la invalidez de los artículos 164 Bis y 165, párrafo segundo, del Código Penal para el Estado de Sinaloa, adicionados mediante Decreto Número 348, publicado en el Periódico Oficial local el veintinueve de enero de dos mil dieciocho, al observarse que la facultad para expedir leyes generales respecto de “otras formas de privación a la libertad” se le atribuyó al Congreso de la Unión en la reforma constitucional de diez de julio de dos mil quince. En dicho precedente se dijo lo siguiente:

“23. En pocas palabras, del proceso legislativo en su integridad se desprende que el Congreso local consideró que el delito de rapto no era castigado con la severidad suficiente, por lo que dicha conducta debía ser encuadrada como un delito relacionado con la privación a la libertad personal a fin de ser castigado de manera más rigurosa. Por tal razón, la conducta tipificada se trasladó al artículo 164 Bis para establecer que: “Al particular que ilegítimamente prive a otro de su libertad personal, con el propósito de realizar un acto sexual o para satisfacer un acto erótico, se le impondrá de dos a ocho años de prisión, y de cien a trescientos días multa, y además se adicionó un segundo párrafo al 165, ambos previstos en el Título Cuarto “Delitos Contra la libertad”, Capítulo I “Privación de la libertad personal” del Código Penal local.
24. 
Precisado el alcance de las normas que se impugnan, se estima conveniente previo a contrastar si dichas conductas ya han sido tipificadas por el Congreso de la Unión, resolver si: ¿tiene el Congreso de Sinaloa facultades para legislar en materia de privación a la libertad personal o se trata de una materia que se encuentra reservada al Congreso de la Unión? Como bien puede anticiparse, en caso de que el Congreso del Estado de Sinaloa estuviere impedido para ello, no tendría sentido proseguir con su estudio pues lo correspondiente sería declarar su invalidez, al tratarse de un ejercicio legislativo realizado fuera de su ámbito competencial.

25.
El artículo 73 fracción XXI, inciso a), de la Constitución Federal faculta al Congreso de la Unión para expedir leyes generales que establezcan como mínimo “los tipos penales y sus sanciones en las materias de secuestro, desaparición forzada de personas, otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley, trata de personas, tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, así como electoral”. La facultad para expedir leyes generales respecto de “otras formas de privación a la libertad” se le atribuyó al Congreso de la Unión en la reforma constitucional de diez de julio de dos mil quince.
26. 
El conjunto de iniciativas de las que derivó dicha redacción
 inicialmente proponía otorgar al Congreso de la Unión facultades para expedir, en adición a las ya existentes en materia de secuestro y trata de personas, la legislación general inherente a las conductas delictivas de tortura y desaparición forzada de personas, a fin de que se estableciera, como mínimo, los tipos penales y las sanciones correspondientes. No obstante, el dictamen emitido por la Cámara de Senadores (origen) que las estudió en conjunto propuso que también se facultara al Congreso de la Unión para legislar respecto de otras formas de privación de libertad contrarias a la ley. Esto es, se pretendió que el Congreso también sancionara a nivel nacional conductas adicionales a aquellas relacionadas con el secuestro y a la desaparición forzada que se relacionaran con la privación a la libertad.
27.
El objetivo descrito se justificó en esa sede en virtud que, aun cuando se había avanzado significativamente en la adopción de medidas legislativas en relación a las conductas que entrañan la privación ilegal de la libertad en materia de secuestro y trata de personas, era necesario ampliar la protección y garantía del derecho humano a la libertad personal. En palabras de las propias Comisiones:
Es preciso advertir que con relación a las conductas que entrañen la privación ilegal de la libertad, el secuestro o la "detención" por personas o grupos de personas que no tengan vinculación, autorización, apoyo o aquiescencia del Estado en la comisión de esas conductas, nuestro país ha avanzado de forma significativa en la adopción de medidas legislativas, tal es el caso de las normas contenidas en la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en materia de Secuestro y en La Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los delitos en materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, cuyo objeto es el de tutelar el derecho humano a la libertad.

No obstante ello, y en atención al principio de progresividad que caracteriza a los derechos humanos, estas Comisiones Unidas consideran necesario facultar al Congreso para regular en leyes generales, otras formas de privación de libertad contrarias a la ley (adicionales al secuestro y la desaparición forzada), mismas que podrían ser reguladas en dichas leyes o bien, si así lo determina el Congreso de la Unión, en leyes generales específicas.

Así, conforme a la redacción que se propondrá en el apartado del texto del decreto de reforma al inciso a) de la fracción XXI, del artículo 73 constitucional, las Comisiones Unidas que suscriben se plantean recoger en forma específica las previsiones disuasivas - en virtud de la sanción - de conductas que atenten contra el bien jurídico de la libertad personal en leyes generales. Tal sería el caso de lo ya sustentado constitucionalmente en las materias de secuestro y de trata de personas, y lo que se plantea en las materias de desaparición forzada de personas y en materia de otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley.
De esta forma, el planteamiento de dotar al Congreso de la Unión de la facultad de legislar en ordenamientos cuya naturaleza es la de leyes generales en torno a los tipos penales y sus sanciones sobre formas de privación ilegal de la libertad distintas al secuestro o a la desaparición forzada de personas, permite una facultad amplia para la protección y garantía del derecho humano a la libertad de toda persona.
Adicionalmente, conforme a la sistemática que se propone en el texto del proyecto de decreto que culmina este dictamen, el Congreso de la Unión tendría la posibilidad de actuar, tratándose del concepto de otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley, en la opción de desarrollar la conducta sancionable en la ley general en materia de secuestro, en la opción de hacerlo en la ley general en materia de desaparición forzada de personas, en la opción de realizarlo en una ley general relativa a ese tipo de conductas o en la opción de establecerlo en una ley general especifica del delito de que se trate.
Con ello, se garantiza una regulación homologada en todo el país para sancionar las conductas que atenten en contra de la libertad de las personas y que constituyen, además de delitos, violaciones a los derechos humanos
.

28.
En pocas palabras, se pretendió facultar al Congreso de la Unión para legislar sobre otras formas de privación a la libertad personal contrarias a la ley, distintas a la desaparición forzada y secuestro. Asimismo, para ejercer tal atribución, se buscó que el Congreso pudiera incluir las conductas sancionables: (i) en las leyes generales existentes en materia de secuestro o desaparición forzada; (ii) creando una nueva ley general relativa a ese tipo de conductas, y/o (iii) estableciéndolo en una ley general específica, según el delito que se trate. Con una regulación homologada en todo el país, se lograría, en última instancia, disuadir y sancionar las conductas que atenten contra el derecho humano a la libertad de las personas.
29.
Para fines de claridad, presentamos el artículo constitucional modificado en virtud de los antecedentes narrados en cuadro comparativo. En la columna de la izquierda se aprecia el texto previo a la reforma y en la derecha su resultado (se marcan con negrillas y subrayado el texto sustancialmente adicionado), el artículo 73, fracción XXI, inciso a) constitucional fue modificado para quedar en los términos siguientes:

	Artículo 73, fracción XXI, inciso a), de la Constitución Federal

	Previo a la reforma
	A partir de la reforma

	a) Las leyes generales en materias de secuestro, trata de personas y delitos electorales, que establezcan como mínimo, los tipos penales y sus sanciones.
	a) Las leyes generales que establezcan como mínimo, los tipos penales y sus sanciones en las materias de secuestro, desaparición forzada de personas, otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley, trata de personas, tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, así como electoral.

	Las leyes generales contemplarán también la distribución de competencias y las formas de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios;
	Las leyes generales contemplarán también la distribución de competencias y las formas de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios;


30.
Por tanto, a partir de dicha reforma, el Congreso de la Unión se encuentra facultado para legislar respecto de todos los delitos relacionados con cualquier forma de privación a la libertad de las personas. Es decir, a partir del diez de julio de dos mil quince, corresponde al Congreso de la Unión legislar en forma exclusiva todas las conductas que atentan contra el bien jurídico de la libertad personal.

31.
De igual forma, conviene precisar que el régimen transitorio de esta reforma constitucional señaló, por un lado, que la misma entraría en vigor al día siguiente de su publicación, esto es el once de julio de dos mil quince. Por otro, se dispuso que la legislación emitida tanto por la Federación (en su carácter de legislador federal) y la de las entidades federativas emitidas que sancionen penalmente “otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley” continuaría en vigor hasta en tanto entren en vigor las leyes generales que el Congreso de la Unión expidiera para tal efecto:
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
SEGUNDO. El Congreso de la Unión deberá expedir la legislación en las materias que se adicionan por virtud del presente Decreto al artículo 73, fracción XXI, inciso a), dentro de los 180 días siguientes a la entrada en vigor del mismo.
La legislación a que se refiere el presente Transitorio deberá regular el Sistema Nacional de Búsqueda de Personas.
TERCERO. La legislación en materia de desaparición forzada de personas, otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley, tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes de las entidades federativas y de la Federación, continuará en vigor hasta en tanto entren en vigor las leyes generales que expida el Congreso de la Unión referidas en el Transitorio anterior. Los procesos penales iniciados con fundamento en dicha legislación, así como las sentencias emitidas con base en la misma, no serán afectados por la entrada en vigor de dichas leyes generales. Por lo tanto, deberán concluirse y ejecutarse, respectivamente, conforme las disposiciones vigentes antes de la entrada en vigor de estas últimas
.
32.
A partir de lo hasta aquí dicho se disipa cualquier inquietud respecto a si las entidades federativas se encuentran igualmente facultadas para legislar en esa materia. Esto es así porque la intención del Constituyente permanente fue clara en cuanto que se pretendió “garantiza[r] una regulación homologada en todo el país para sancionar las conductas que atenten en contra de la libertad”. Por tal razón, consideramos que a partir del once de julio de dos mil quince las legislaturas de las entidades federativas dejaron de tener facultades para legislar para establecer tipos penales y sus sanciones en relación con “otras formas de privación de la libertad personal contrarias a la ley”.
33.
Ahora bien, la incompetencia de las legislaturas locales para legislar en dicha materia no sólo debe entenderse como su imposibilidad de crear normas, sino también para modificar las existentes antes de la reforma. Esto es, a partir del once de julio de dos mil quince las entidades federativas dejaron de tener facultades para legislar, en todo sentido, para establecer delitos y sanciones que versen sobre toda forma de privación a la libertad personal, por lo que únicamente puede aplicar las normas existentes y hasta en tanto el Congreso de la Unión emita la legislación en esa materia. Por supuesto, esta conclusión se extiende a futuras modificaciones a la legislación que había sido expedida con anterioridad por las legislaturas estatales, con independencia de que la misma, inclusive, se encuentre vigente en términos de los artículos transitorios de la reforma constitucional (…).”

48.
De lo anterior deriva que, con motivo de la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el diez de julio de dos mil quince y en vigor a partir del día siguiente, el Congreso de  la Unión quedó investido de la competencia exclusiva para expedir leyes generales que establezcan como mínimo los tipos penales y sus sanciones en materia de “otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley”, con el propósito de garantizar una regulación homologada en todo el territorio nacional respecto de conductas que atenten contra el bien jurídico de la libertad personal. En consecuencia, las legislaturas locales dejaron de contar con facultades para crear o modificar tipos penales en esa materia, quedando únicamente habilitadas para aplicar la legislación vigente hasta en tanto el Congreso de la Unión emitiera la legislación general correspondiente.

49.
Asimismo, es de precisarse que la incompetencia local no se limita a la expedición de nuevas figuras delictivas, sino que se extiende a cualquier modificación de los tipos previamente existentes que incidan en conductas relativas a formas de privación de la libertad personal, con independencia de que la misma, inclusive, se encuentre vigente en términos de los artículos transitorios de la reforma constitucional.
50.
Atento a lo expuesto, en el caso la reforma al artículo 191 del Código Penal para el Estado de Guerrero, que establece agravantes para el delito de privación ilegal de la libertad, resulta inconstitucional, pues legisla en una materia que se encuentra reservada de manera exclusiva al Congreso de la Unión.
51.
En efecto, las hipótesis de agravación previstas en el precepto analizado no constituyen meras disposiciones accesorias o complementarias, sino que inciden directamente en la configuración normativa del delito y en la determinación de su marco punitivo, al establecer incrementos específicos de la pena en función del tiempo de duración de la privación, del uso de violencia y de condiciones particulares de vulnerabilidad de la víctima, tales como su edad o situación física. Dichos elementos forman parte del contenido sustantivo del tipo penal en su vertiente sancionatoria, por lo que se insertan plenamente en la materia de “otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley” a que se refiere el artículo 73, fracción XXI, inciso a), de la Constitución Federal.
52.
En otras palabras, la reforma impugnada se trata de una modificación sustantiva, mediante la cual el legislador local alteró el régimen de punibilidad del delito de privación ilegal de la libertad, incorporando nuevas hipótesis de agravación que inciden directamente en la determinación de la sanción.
53.
Así, al reformar el régimen de punibilidad del delito de privación ilegal de la libertad mediante la introducción de agravantes específicas, el legislador local ejerció una potestad normativa de carácter sustantivo que, a partir de la reforma constitucional de diez de julio de dos mil quince, quedó reservada al Congreso de la Unión.
54.
Al respecto, debe destacarse que el tipo penal básico previsto en el artículo 190 del Código Penal del Estado Libre y Soberano de Guerrero, número 499, fue publicado el primero de agosto de dos mil catorce, esto es, con anterioridad a la reforma constitucional de diez de julio de dos mil quince, mediante la cual se otorgó al Congreso de la Unión competencia para expedir leyes generales en materia de “otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley”. En ese momento, las legislaturas locales aún conservaban competencia para tipificar dicha conducta.

55.
Sin embargo, la reforma al artículo 191 impugnado, fue publicada el veintiocho de marzo de dos mil veinticinco, de modo que no constituye una aplicación de la legislación previa a la reforma constitucional ni una hipótesis de ultraactividad permitida por el régimen transitorio, sino una modificación sustantiva posterior, mediante la cual el legislador local alteró el régimen punitivo del delito, introduciendo nuevas hipótesis de agravación. En consecuencia, el Congreso local, en este aspecto en concreto, ejerció una potestad normativa que, desde el once de julio de dos mil quince, se encuentra reservada de manera exclusiva al Congreso de la Unión.

56.
Asimismo, debe tenerse en cuenta que la conducta consistente en privar ilegítimamente de la libertad implica necesariamente la coerción de la voluntad de la víctima. En tal sentido, cuando dicha conducta se realiza dolosamente, la finalidad de restringir la libertad de la víctima constituye un elemento intencional inherente al propio actuar típico. Esto es relevante, teniendo en cuenta que la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la Fracción XXI del Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contempla hipótesis de privación de la libertad, como es el supuesto previsto en su artículo 9, fracción I, inciso c), que sanciona al que prive de la libertad de otro, con el simple propósito de “Causar daño o perjuicio a la persona privada de la libertad o a terceros”.
57.
Ello implica que la sola intención de privar ilegítimamente a otro de su libertad implica de manera necesaria coartar su voluntad; es decir, el daño se precisa no como resultado casual, sino como propósito de restringir la libertad, lo que demuestra que el Congreso de la Unión ya ha ejercido su competencia para regular integralmente la conducta que atenta íntegramente contra la libertad personal.

58.
Por tanto, debe declararse la invalidez del artículo 191 del Código Penal del Estado Libre y Soberano de Guerrero, número 499, reformado mediante Decreto 226, publicado en el Periódico Oficial local el veintiocho de marzo de dos mil veinticinco.

VIII. EFECTOS

59.
El artículo 73
, en relación con los artículos 41, 43, 44 y 45
 de la Ley Reglamentaria, señalan que las sentencias deben contener los alcances y los efectos de éstas, así como fijar con precisión los órganos obligados a cumplirla, las normas generales respecto de las cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda; además, se debe fijar la fecha a partir de la cual la sentencia producirá sus efectos y éstos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada.

60.
Declaratoria de invalidez. En esos términos, se declara la invalidez del artículo 191 del Código Penal del Estado Libre y Soberano de Guerrero, número 499, reformado mediante Decreto 226, publicado en el Periódico Oficial local el veintiocho de marzo de dos mil veinticinco.

61.
Efectos retroactivos. La invalidez decretada en este fallo tendrá efectos retroactivos al veintinueve de marzo de dos mil veinticinco, fecha en que entró en vigor la norma analizada
, a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Guerrero, acorde con lo determinado en el antepenúltimo párrafo del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el segundo párrafo del artículo 45 de la Ley Reglamentaria
.
62.
Traslación del tipo penal. Los procesos penales iniciados con fundamento en la norma declara inválida, al encontrarse viciados de origen, deberán, previa reposición del procedimiento, aplicar el tipo penal previsto en la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la Fracción XXI del Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, atendiendo a las circunstancias particulares y a los principios generales y disposiciones legales aplicables en materia penal, sin que ello vulnere el principio non bis in ídem.

63.
Notificación a las autoridades penales competentes. Para el eficaz cumplimiento de esta sentencia, también deberá notificarse a las autoridades jurisdiccionales penales competentes en el Estado de Guerrero, así como al Poder Ejecutivo y a la Fiscalía General de dicha entidad federativa.

IX. DECISIÓN

Por lo expuesto y fundado, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve:

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente controversia constitucional.
SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 191 del Código Penal del Estado Libre y Soberano de Guerrero, número 499, reformado mediante Decreto 226, publicado en el Periódico Oficial local el veintiocho de marzo de dos mil veinticinco, por las razones señaladas en el apartado VII de esta ejecutoria.

TERCERO. La declaratoria de invalidez decretada surtirá efectos retroactivos al veintinueve de marzo de dos mil veinticinco, a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de Guerrero, conforme a lo determinado en el apartado VIII de esta decisión.

CUARTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guerrero, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; con testimonio de esta resolución por medio de oficio a las partes; devuélvase el expediente a la Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de Inconstitucionalidad para los efectos legales a que haya lugar y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de ocho votos de las personas Ministras Herrerías Guerra; Espinosa Betanzo; Ríos González; Esquivel Mossa; Batres Guadarrama; Ortiz Ahlf separándose de los párrafos 56 y 57 y con precisiones sobre el párrafo 62; Figueroa Mejía con precisiones respecto del párrafo 62; y Guerrero García. El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz votó en contra y anunció voto particular.

El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos propuestos.

Firman el Ministro Presidente y la Ministra Ponente, con el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministra Yasmín Esquivel Mossa.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Daniel Álvarez Toledo.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CERTIFICA Que la presente copia fotostática constante de veinte fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la controversia constitucional 173/2025, promovida por el Poder Ejecutivo Federal, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión de nueve de marzo de dos mil veintiséis. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veintidós de abril de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
� Página 26 de la versión digitalizada del escrito de demanda inicial. 


� Página 9 de la versión digitalizada de la contestación del Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero.


� Página 7 de la versión digitalizada del escrito de manifestaciones presentado por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.


� Página 7 de la versión digitalizada del escrito de manifestaciones presentado por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.


� Foja 20 de la versión digitalizada de la contestación del Poder Legislativo del Estado de Guerrero.


� De conformidad con el artículo 18 del Reglamento de Sesiones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de Integración de las Listas de Asuntos con Proyecto de Resolución.


� Constitución Federal.


“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: […]


I. De las controversias constitucionales que, sobre la constitucionalidad de las normas generales, actos u omisiones, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: […]


a) La Federación y una entidad federativa; […]”


� Ley Reglamentaria.


“Artículo 1o. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del presente Título, las controversias constitucionales en las que se hagan valer violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles”


� Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.


“Artículo 16. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:


I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La admisión de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas generales no dará lugar en ningún caso a la suspensión de la norma cuestionada; […]”


� “Acuerdo General 2/2025 (12a).


“SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para su resolución: […]


I. Las controversias constitucionales previstas en el artículo 105, fracción I, de la CPEUM, así como los recursos interpuestos en éstas. (…)”


� Ley Reglamentaria.


“Artículo 41. Las sentencias deberán contener:


I. La fijación breve y precisa de las normas generales o actos objeto de la controversia y, en su caso, la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados; […]”.


� Jurisprudencia P./J. 98/2009, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, julio de 2009, página 1536, registro 166985.


� Ley Reglamentaria.


“Artículo 21. El plazo para la interposición de la demanda será: […]


II. Tratándose de normas generales, de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia, y […]”


� De conformidad con lo determinado en sesión privada del Tribunal Pleno de veintiocho de abril de dos mil veinticinco, en términos de la circular SGA/MFEN/390/2025.


� Ley Reglamentaria.


“Artículo 2o. Para los efectos de esta ley, se considerarán como hábiles todos los días que determine la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación”.


Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.


“Artículo 229. En los órganos del Poder Judicial de la Federación, se considerarán como días inhábiles los sábados y domingos, el 1o. de enero, 5 de febrero, 21 de marzo, 1o. de mayo, 14 y 16 de septiembre y 20 de noviembre, durante los cuales no se practicarán actuaciones judiciales, salvo en los casos expresamente consignados en la ley.”


Acuerdo General Plenario 18/2013.


“PRIMERO. Para efectos del cómputo de los plazos procesales en los asuntos de la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se considerarán como días inhábiles: […]


h) El cinco de mayo; […]


n) Los demás que el Tribunal Pleno determine como inhábiles.”


Ley Federal del Trabajo.


“Artículo 74. Son días de descanso obligatorio. […]


IV. El 1o. de mayo; […].”


� Páginas 1 y 26 de la versión digitalizada del escrito de demanda inicial.


� Ley Reglamentaria.


“Artículo 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales:


I. Como actor, la entidad, poder u órgano que promueva la controversia; […].


Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de las personas funcionarias que, en términos de las normas que les rigen, estén facultadas para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. […].


La persona titular de la Presidencia de los Estados Unidos Mexicanos será representado o representada por el secretario o secretaria de estado, por el jefe o jefa del departamento administrativo o por el Consejero o la Consejera Jurídica del Gobierno, conforme lo determine el propio Presidente o Presidenta, y considerando para tales efectos las competencias establecidas en la ley. El acreditamiento de la personalidad de estas personas servidoras públicas y su suplencia se harán en los términos previstos en las leyes o reglamentos interiores que correspondan.”


� Reglamento Interior de la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal.


“Artículo 8.- La persona titular de la Consejería tiene las facultades indelegables siguientes: (…)


X. Representar a la persona titular del Ejecutivo Federal en las acciones de inconstitucionalidad y controversias constitucionales a que se refiere el artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; (…).”


“Artículo 12.- Las personas titulares de las consejerías adjuntas y de la Unidad de Administración y Finanzas, en el ámbito de sus respectivas competencias, tienen las facultades siguientes: (…)


XVI. Suplir las ausencias de la persona titular de la Consejería en los asuntos de su competencia, y ejercer facultades delegadas por esta; (…).”


� Tesis 2a. XLVII/2003, de texto: “El Ejecutivo Federal constituye un Poder de la Federación a través del cual, en términos de lo previsto en el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se ejerce la soberanía popular respecto de la esfera de atribuciones reservada a esa entidad política; por tanto, en virtud de que en la propia Norma Fundamental no existe disposición en contrario al tenor de la cual expresamente se confiera a alguno de los Poderes de la Unión la representación de la Federación para promover una controversia constitucional, debe estimarse que el Poder Ejecutivo Federal está legitimado procesalmente para promover un juicio de esa naturaleza en nombre de la Federación; además, si se toma en cuenta que dicho Poder es un órgano unipersonal encarnado por el Presidente de la República, es evidente que éste, según lo dispuesto en el artículo 11, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, está legitimado para promover juicios de esa índole, por sí, o bien a través del secretario de Estado o el consejero jurídico del Gobierno que determine el propio Presidente, de conformidad con el último párrafo del artículo 11 citado.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, Abril de 2003, página 862, registro 184512.


� Ley Reglamentaria.


“Artículo 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales: […]


II. Como demandada o demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general, pronunciado el acto o incurrido en la omisión que sea objeto de la controversia; […].”


“Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de las personas funcionarias que, en términos de las normas que les rigen, estén facultadas para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. […]”


� Reglamento Interior de la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero.


“Artículo 3. Corresponde al Consejero Jurídico representar legalmente al Estado y al titular del Poder Ejecutivo, en los asuntos en que sean parte, fungiendo como órgano técnico de defensa, asesoría y consulta en materia jurídica y legislativa, llevar el control y actualización del acervo jurídico del Estado, así como, atender el despacho de los asuntos que le encomiende la Constitución Local, la Ley Orgánica y demás normatividad aplicable. 


Artículo 12. Corresponde al Consejero Jurídico, las atribuciones siguientes:


III. Representar al Gobernador en las controversias y acciones a que se refiere el artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;


 […].”


� Fojas 21 a 27 de la versión digitalizada de la contestación de demanda.


� Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guerrero.


Artículo 131. Además de las citadas en el artículo precedente, son atribuciones del Presidente de la Mesa Directiva:


XXV. Tener la representación legal del Congreso del Estado en las controversias jurisdiccionales y administrativas en las que, con cualquier carácter, esté involucrado y delegar la representación jurídica en la persona o personas que resulte necesario, mediante las formalidades que la ley requiera para cada caso en específico; […]”


� Tesis 2a. XLVII/2003, de texto: “El Ejecutivo Federal constituye un Poder de la Federación a través del cual, en términos de lo previsto en el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se ejerce la soberanía popular respecto de la esfera de atribuciones reservada a esa entidad política; por tanto, en virtud de que en la propia Norma Fundamental no existe disposición en contrario al tenor de la cual expresamente se confiera a alguno de los Poderes de la Unión la representación de la Federación para promover una controversia constitucional, debe estimarse que el Poder Ejecutivo Federal está legitimado procesalmente para promover un juicio de esa naturaleza en nombre de la Federación; además, si se toma en cuenta que dicho Poder es un órgano unipersonal encarnado por el Presidente de la República, es evidente que éste, según lo dispuesto en el artículo 11, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, está legitimado para promover juicios de esa índole, por sí, o bien a través del secretario de Estado o el consejero jurídico del Gobierno que determine el propio Presidente, de conformidad con el último párrafo del artículo 11 citado.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, Abril de 2003, página 862, registro 184512.


� Jurisprudencia P./J. 92/99, de texto: “En reiteradas tesis este Alto Tribunal ha sostenido que las causales de improcedencia propuestas en los juicios de amparo deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si en una controversia constitucional se hace valer una causal donde se involucra una argumentación en íntima relación con el fondo del negocio, debe desestimarse y declararse la procedencia, y, si no se surte otro motivo de improcedencia hacer el estudio de los conceptos de invalidez relativos a las cuestiones constitucionales propuestas.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo X, Septiembre de 1999, página 710, registro 193266.


� Constitución Federal.


“Artículo 73. El Congreso tiene facultad:


XXI. Para expedir: 


a) Las leyes generales que establezcan como mínimo, los tipos penales y sus sanciones en las materias de secuestro, desaparición forzada de personas, otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley, trata de personas, tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, así como electoral. (…).”


� Entre el año dos mil once y el dos mil quince se presentaron ocho iniciativas de reforma a la Constitución Federal: (i) el doce de abril de dos mil once por Senadores integrantes del PRD; (ii) el veintidós de abril de dos mil catorce, por una Senadora integrante del PRD; (iii) el trece de agosto de dos mil catorce, por una Senadora integrante del PRD; (iv) el diecinueve de noviembre de dos mil catorce, por un Senador integrante del PAN; (v), el diez de febrero de dos mil quince, por una Senadora integrante del PRI; (vi) el veintiséis de febrero de dos mil quince por Senadores del PRD; (vii) el dieciséis de abril de dos mil quince por Senadores integrantes de diversos partidos políticos y (viii) el veintiuno de abril de dos mil quince por los Coordinadores de los Grupo Parlamentarios del PRI y del PVEM. 


� Dictamen emitido por la Cámara de Senadores (origen), presentado el veintinueve de abril de dos mil quince, que culminó en el “Decreto por el que se reforma el artículo 73, fracción XXI, inciso a) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, publicado el diez de julio de dos mil quince. 


� Artículo Tercero Transitorio a la reforma constitucional publicada el diez de julio de dos mil quince. 


� Ley Reglamentaria.


“Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley.”


� Ley Reglamentaria.


“Artículo 41. Las sentencias deberán contener: […]


IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales, actos u omisiones respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada; […]”


“Articulo 43. Las razones que justifiquen las decisiones de las sentencias aprobadas por cuando menos ocho votos, serán obligatorias para todas las autoridades jurisdiccionales de la federación y de las entidades federativas. Las cuestiones de hecho o de derecho que no sean necesarias para justificar la decisión no serán obligatorias. […]”


“Artículo 44. Dictada la sentencia, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenará notificarla a las partes, y mandará publicarla de manera íntegra en el Semanario Judicial de la Federación, conjuntamente con los votos particulares que se formulen.


Cuando en la sentencia se declare la invalidez de normas generales, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenará, además, su inserción en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial en que tales normas se hubieren publicado.” 


“Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia.”


� Decreto Número 226, por el que se reforman diversas disposiciones del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Guerrero, Número 499.


“PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guerrero.”


� Constitución Federal.


“Artículo 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: (…)


(…)


“La declaración de invalidez de las resoluciones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia.


(…).”


Ley Reglamentaria.


“Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia.”





